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Expediente 66170-31-03-001-2017-00062-02
  



Decide esta Sala Unitaria el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra el numeral 1º de la providencia del 13 de septiembre de 2017, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en este proceso verbal de responsabilidad civil extracontractual instaurado por Rubén Darío López Bolívar frente a Héctor Javier Leal Contreras. 
   



ANTECEDENTES

  



El actor presentó demanda con el fin de que se declare que el demandado “…en calidad de propietario del vehículo marca FORD RANGER de placas RTH 801, es responsable civilmente por las lesiones causadas al señor RUBÉN DARÍO LÓPEZ BOLÍVAR” con las condenas consecuenciales por los perjuicios causados; y solicitó, en escrito separado, como medida cautelar “…el embargo de remanentes” dentro de dos procesos ejecutivos, uno con acción personal iniciado por el BANCO POPULAR SA, y otro con acción mixta, iniciado por BANCOLOMBIA SA. Agrega en su petición que “Las anteriores solicitudes son de conformidad al artículo 466 del Código General del Proceso.” (fl. 30)  

Luego de corregido, el libelo se admitió por auto del 25 de julio de 2017 y se resolvió que “Antes de proceder a decidir sobre las medidas cautelares solicitadas, por disposición del artículo 590, numeral 2 del Código General del Proceso y, para garantizar los posibles perjuicios que se cause con dicha medida, la parte demandante deberá prestar caución por la suma de $31.020.100,oo” (fl. 57 vto.).





Cumplida dicha orden por la actora (fl. 59 y 60), el Juzgado de primera instancia, por auto del 3 de septiembre siguiente, requirió a la parte “… a fin de que se sirva aclarar y precisar la clase de medida cautelar que solicita, pues el embargo de remanentes regulado por el artículo 466 del Código General del Proceso, procede únicamente para quien pretenda perseguir ejecutivamente bienes embargados, y para el caso, estamos frente al trámite de un proceso declarativo.” (fl. 61), decisión que fue recurrida en reposición y en subsidio apelación, con el argumento de que “Siguiendo el camino trazado por la Ley 1395, el Código General del Proceso amplía las medidas cautelares que el Juez puede decretar y practicar dentro de un proceso declarativo, cuyo artículo 590 se encuentra en vigencia y aplicación. Esta norma, no solo contempla la medida cautelar de inscripción de la demanda respecto de bienes sujetos a registro cuando se discuten derechos reales principales o si se pretende el pago de indemnización derivada de responsabilidad civil contractual o extracontractual, sino que, además, faculta al juez para decretar y practicar “cualquiera otra medida” que encuentre razonable.” (fl. 64)  





El juzgado no repuso, con fundamento en que “Sobre el tema objeto de decisión, el legislador expresamente ha detallado las medidas cautelares para cada uno de los procesos, y para el caso, el fundamento normativo aplicable, sería el artículo 590 ibídem, el cual prevé “La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual o extracontractual”, y por lo mismo no es posible darle el trámite de una medida cautelar innominada, por tanto, concedió el subsidiario de apelación ante este Tribunal.
CONSIDERACIONES

El recurso es procedente por virtud de lo dispuesto en el numeral 8º del artículo 321 del Código General del Proceso, que prevé como apelable el auto que “…resuelva sobre una medida cautelar…”. 
Y así es, pues el presente asunto trata de la negación de una medida cautelar, en este caso, el embargo de remanentes, no obstante que que el juzgado de primer grado, en el auto atacado no lo dijo expresamente, pero sí lo insinuó al decir que “Del escrito petitorio adosado por el litigante, se denota que las medidas cautelares atinentes al embargo de remanentes, se encuentran específicamente previstas en el artículo 466 del C.G.P., para perseguir ejecutivamente bienes embargados en otro proceso, de lo cual se colige que la solicitud así formulada, se torna desacertada, en tanto que estamos frente al trámite de un proceso declarativo que persigue el pago de perjuicios provenientes de una responsabilidad civil extracontractual” (fl. 66). Posición que concretó luego al desatar el recurso de reposición. 
Aclarada la procedencia de la alzada, subsigue el estudio del asunto que se recurre, relacionado con la negativa en el presente proceso verbal de responsabilidad civil extracontractual, de una medida cautelar de embargo de remanentes solicitada por la parte recurrente, pues señala el escrito de impugnación que se debe tener presente la facultad que al juez le da el artículo 590 del Código General del Proceso de decretar y practicar “cualquier otra medida” que encuentre razonable, es decir, que alude a lo que se denominan las medidas cautelares innominadas.
Para la Sala, carece de razón el impugnante. 
Se empieza por recordar que cuando de medidas cautelares se trata, campea la regla de la taxatividad. En otras palabras, para decretar una medida cautelar, el juez debe verificar que esté indicada en las normas generales, o autorizada para el proceso especial en el que se pide, de lo contrario no puede acceder a la solicitud, porque sería trastocar la especificidad que le es propia. 

Regla que incluye a las ahora llamadas medidas innominadas, en la medida en que ellas están reguladas para específicos casos, como los procesos declarativos, genéricamente, de acuerdo con el literal c) de la regla 1 del artículo 590 del CGP; o en particular para los posesorios (art. 377), la interdicción de persona con discapacidad mental absoluta (art. 586-6), los asuntos de familia (art. 598-5-f), para citar algunos ejemplos. 
Tiene dicho la doctrina que las medidas cautelares: 
Deben estar predeterminadas en la ley, porque la codificación se encarga no sólo (sic) de tipificarlas sino de señalar el proceso dentro del cual proceden, requisito que no se puede confundir con el de que sean o no nominativas, porque también en el evento de que se permitan las medidas cautelares que el juez estime pertinentes opera la predeterminación, entendida en el sentido de que siempre una norma debe contemplarlas de antemano.

En suma, entiendo este requisito como la necesidad de que una norma consagre y autorice al juez para decretar de oficio o a solicitud de parte una medida cautelar, de manera que en todos los eventos en lo que la ley contempla medidas cautelares innominadas también se cumple esta exigencia, solo que el juez puede de acuerdo con las particularidades del específico caso señalar la que estime procedente, no solo de las nominadas en la ley.”
  

Se trata en este caso de un proceso declarativo; de ello no hay duda. Por ende, sería susceptible, en principio, del decreto de medidas cautelares innominadas. La cuestión es que, tales medidas, de su propia denominación se deduce, son aquellas que no aparecen identificadas en la ley procesal, es decir, que se apartan de las medidas nominadas que la legislación establece para cada asunto en particular, esto es, el embargo y secuestro en los ejecutivos, la inscripción de la demanda y el secuestro de bienes muebles no sujetos a registro en los declarativos, la suspensión provisional en los procesos de impugnación de actos de asambleas, juntas directivas o de socios, la guarda y aposición de sellos, el embargo y secuestro en los procesos de sucesión, también para traer unos ejemplos. 

Dicho de otra manera, unas son las medidas nominadas y otras las innominadas que, por serlo, no tienen un específico desarrollo normativo, sino que dependen de que el juez verifique las condiciones de que trata el aludido literal c) de la regla 1ª del artículo 590 del estatuto procesal. 

Si no fuera de esta manera, ningún sentido tendría la distinción que el mismo legislador hace entre las medidas nominadas y aquellas otras que el juez pueda decretar en determinados asuntos. Hubiera bastado que el artículo 590 dijera que en los procesos podría decretarse cualquier medida que el juez estimara razonable, siempre que cumpliera las mentadas exigencias; así, en los ejecutivos podría hablarse de inscripción de la demanda, en tanto que en los declarativos de embargo y secuestro de inmuebles, de manera indiscriminada. 
Pero no fue así, el CGP deslindó unas de otras y, por tanto, siguiendo esa regla de la taxatividad, la medidas cautelares innominadas, serán aquellas que, en criterio del juez, se ajusten a las condiciones de legitimación, existencia de amenaza o vulneración del derecho, apariencia de buen derecho, necesidad, efectividad, proporcionalidad y legitimación, siempre que sean distintas a las nominadas, que por su naturaleza, ya llevan insertos tales requerimientos, lo que indica que el juez ningún análisis debe realizar sobre ellos. 

Si se traslada esta idea al caso concreto, que, se repite, corresponde a un asunto verbal de responsabilidad civil extracontractual, podría en él tener cabida la medida de inscripción de la demanda, ninguna otra nominada, y, además, cualquier innominada que el juez considere pertinente, siempre que, se insiste en ello, no sea una de aquellas que el estatuto procesal tipifica para otro proceso en especial. 
Es que, cuando el Código General del Proceso en el literal c) del artículo 590, autorizó al juez para ordenar “cualquier otra medida”  que encuentre razonable, diferente a las reguladas en la ley, tuvo como finalidad ampliar el campo de las cautelas en los procesos declarativos a las que no se encuentren bautizadas para los mismos procesos declarativos o para otros específicamente, para la cabal protección del derecho sustancial que se reclama. 
Pues bien, lo que aquí se pide es el embargo de remanentes en dos procesos ejecutivos, uno singular y otro hipotecario, medida que es de aplicación restrictiva para esa clase de procesos, según lo regula expresamente el artículo 466 del CGP, por lo que no se le puede dar la connotación de una innominada, con visos de poder ser aplicada a todo tipo de procesos declarativos. 

Recuérdese, adicionalmente, que el mismo inciso segundo del literal b) del artículo 590, establece que el embargo y secuestro de bienes, en los casos de responsabilidad civil extracontractual, podrán recaer sobre los bienes cuya inscripción de la demanda se logró desde el comienzo, o sobre los demás que al momento de la ejecución se denuncien, siempre y cuando se haya obtenido sentencia favorable de primera instancia para el demandante, lo cual, evidentemente, no ha ocurrido. Fácil se ve, que proceden ya en la fase de ejecución, no en la de conocimiento.
Consecuentes con lo dicho, se confirmará el auto protestado. 
No se impondrán costas, por cuanto, para el momento de proponer el recurso, no aparecían causadas (art. 365-8 CGP). 
  



DECISIÓN
  



En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el numeral 1º de la providencia del 13 de septiembre de 2017, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en este proceso verbal de responsabilidad civil extracontractual instaurado por Rubén Darío López Bolívar frente a Héctor Javier Leal Contreras, bajo el entendido de que con él se negó la medida innominada solicitada. 
Sin costas. 
Notifíquese,

   
El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Código General del Proceso. Parte General. DUPRE Editores. Bogotá. 2016. Pág. 1077
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